CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA AL PROYECTO DE LEY 199 DE 2010 CÁMARA. 
por medio de la cual se reforman los artículos 30, 32, 34 de la Ley 789 de 2002. 

UJ-1511/11 

Bogotá, D. C., 30 de agosto de 2011 

Honorable Representante 

SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ 

Presidente 

Cámara de Representantes 

Ciudad 
Asunto: Proyecto de ley número 199 de 2010 Cámara, por medio de la cual se reforman los artículos 30, 32, 34 de la Ley 789 de 2002. 

Respetado señor Presidente: 

El proyecto de ley del asunto tiene por objeto el fortalecimiento de la aplicación de la figura de los aprendices, de manera que sea obligatoria su vinculación no solo en el sector privado, sino también en todas las ramas del poder público. De esta forma, el proyecto modifica los artículos 30, 32 y 34 de la Ley 789 de 2002, pues introduce cambios en el monto de apoyo de sostenimiento a los aprendices, ordena la afiliación obligatoria y el pago mensual de los aportes al Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) de los practicantes y su afiliación y pago mensual a una ARP. Igualmente, obliga a todos los organismos y entidades del Estado a realizar apropiaciones presupuestales con el fin de dar cumplimiento a lo aquí propuesto respecto a la cuota mínima de aprendices. 

1. Apoyo de sostenimiento mensual para los aprendices 

Al respecto, se debe indicar, en primer lugar, que según información reportada por el Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena) existen en el país alrededor de 154.744 aprendices repartidos en 22.629 empresas, de las cuales 22.603 son entidades de carácter privado o mixto (con 151.748 aprendices), y las restantes 26 corresponden a Empresas Industriales y Comerciales del Estado (EICE) con 2996 aprendices a su cargo
[1][2]. 

La presente iniciativa implicaría costos fiscales adicionales para la Nación en cuanto obligaría a toda a Administración Pública a vincular aprendices según su planta de personal, a razón de un aprendiz por cada 20 empleados (5% de la planta)
[2][3], los cuales tendrían que ser remunerados con un apoyo de sostenimiento mensual (hasta por dos años) equivalente al 50% de un SMMLV si se encuentran en fase lectiva, o del 75% de un SMMLV si están en fase práctica (en el caso de ocupaciones semicalificadas, técnicas o tecnológicas), o del 150% de un SMMLV, según lo dispuesto en este proyecto, si se tratare de estudiantes universitarios. 

Con el ánimo de estimar el costo que esta medida implicaría, se ha recurrido a las bases de datos de plantas de personal de toda la Administración Pública que dependen directamente del Presupuesto General de la Nación, encontrando que se cuentan con aproximadamente 456.814 empleados de planta en entidades públicas (descontando los soldados alumnos, regulares y voluntarios), de los cuales, si se aplica la cuota de aprendices ya establecida, se tendría que sería necesario vincular a cerca de 22.841 nuevos aprendices.

	Personal Administración Pública Nacional
	601.065 

	Soldados, Alumnos, Regulares y Voluntarios FFMM 
	144.251

	Empleados en Planta - Entidades DGPPN 
	456.814

	Aprendices Necesarios (uno por cada 20 empleados = 5%)
	22.841 


Teniendo en cuenta los reportes del Observatorio Laboral para a Educación ¿Graduados Colombia¿, de los egresados de programas de pregrado entre los años 2001 y 2009, el 6.84% corresponde al nivel técnico, el 15.40% al nivel tecnológico, y el restante 77.76% al nivel profesional.

	Nivel Académico
	Graduados
	%

	Técnico 
	74.815 
	6,84 

	Tecnólogo 
	168.391 
	15,40 

	Profesional 
	850.520 
	77,76 

	TOTAL 
	1.093.726 
	100,00 


Según información provista por el Sena, el promedio del monto de apoyo de sostenimiento para ocupaciones semiprofesionales, técnicas o tecnológicas para el año 2011 es de $334.750 por cada aprendiz
[3][4], mientras que si se tratara de aprendices universitarios sería de $803.400 (1.5 SMMLV). 

Tomando lo anterior como referencia, es posible concluir, con base en los porcentajes sobre el SMMLV, según el nivel académico que se estipula en esta iniciativa, que el costo de cubrir el total de nuevos practicantes en toda la administración pública nacional teniendo en cuenta la distribución de niveles académicos sería del orden de $191.639,5 millones anuales. Lo anterior, sin tener en cuenta el costo que también se estaría generando a toda la Administración Pública del orden territorial.

	
	Apoyo Sostenimiento

	Tipo de apoyo  de sostenimiento
	Apoyo mensual
	Apoyo anual
	Apren-dices
	Apoyo anual ¿  TOTAL  Aprendices

	Semiprofesionales, Técnicos o Tecnológos
	$334.750
	$4.017.000
	5.079
	$20.402.199.506

	Profesionales
	$803.400
	$9.640.800
	17.762
	$171.237.341.746

	TOTAL
	
	22.841
	$191.639.541.252


Fuente Sena - Cálculos DGPPN. 

De esta forma, se observa que el costo fiscal de mantenimiento con el proyecto sería de $191.639.541.252, presentándose un incremento consistente en $171.237.341.746, ya que hoy en día el monto de apoyo de sostenimiento para aprendices es de $20.402.199.506.

2. Aportes al Sistema General de Seguridad Social en Salud 

Adicional a lo anterior, en la iniciativa también se ordena implícitamente la afiliación obligatoria y el pago mensual de los aportes al Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) de los practicantes en los términos de la Ley 100 de 1993, lo cual, según el artículo 30 de la Ley 789 de 2002 se hace conforme al régimen de trabajadores independientes, y debe ser pagado plenamente por la empresa patrocinadora. Por lo tanto, las Entidades Públicas también deberían destinar nuevos recursos para cubrir el aporte mensual al SGSSS de sus nuevos practicantes, lo que representaría para la Administración Pública Nacional costos adicionales de $23.954,9 millones anuales.

	
	Aporte Salud

	Tipo de apoyo de  sostenimiento
	Por practicante mensual
	Por practicante anual
	Aprendices
	TOTAL  Aprendices anual

	Semiprofesionales, Técnicos o Tecnológos
	$41.844
	$502.125
	5.079
	$2.550.274.938

	Profesionales
	$100.425
	$1.205.100
	17.762
	$21.404.667.718

	TOTAL
	 
	22.841
	$23.954.942.656


Fuente Sena - Cálculos DGPPN. 

Este incremento se presenta, por cuanto hoy en día se destina para los aportes a salud de los aprendices un total de $2.550.274.938, mientras que con el proyecto se destinaría un total de $23.954.942.656.

3. Afiliación en riesgos profesionales por la ARP 

Sumado lo anterior, para cumplir con las nuevas obligaciones de gasto para la Administración Pública del orden Nacional, se necesitarían recursos anuales de aproximadamente $215.594,5 millones, que no tendrían en cuenta el costo de afiliación y pago mensual a ARP, el cual variaría dependiendo de cada actividad específica realizada por cada practicante.

	Tipo de apoyo de sostenimiento
	Apoyo  sostenimiento
	Aporte Salud
	TOTAL COSTO* ¿ Nuevos Aprendices

	Semiprofesionales, Técnicos o Tecnológos
	$20.402.199.506
	$2.550.274.938
	$22.952.474.444

	Profesionales
	$171.237.341.746
	$21.404.667.718
	$192.642.009.464

	TOTAL
	$191.639.541.252
	$23.954.942.656
	$215.594.483.908


Fuente Sena - Cálculos DGPPN. 

De acuerdo con lo anterior, se presenta que el costo total de nuevos aprendices, incluyendo el pago de apoyo de sostenimiento y el aporte a salud, sería de $215.594.483.908, presentándose un incremento de $192.642.009.464. 

En cuanto a la monetización de la cuota de aprendizaje, esta iniciativa modifica el artículo 34 de la Ley 789 de 2002 aumentando el valor de la cuota mensual, lo cual podría generar otros gastos para las entidades públicas que no vinculen aprendices, pero que no podría estimarse con precisión en el momento debido a que dependería de cada caso en particular. 

En virtud de lo expuesto, la aprobación de este proyecto de ley, adicional a las implicaciones para las empresas privadas, las EICE y las sociedades de economía mixta, estaría generando un alto costo fiscal anual adicional para las finanzas públicas que no estaría contemplado en el Presupuesto General de la Nación, ni en el Marco Fiscal de Mediano Plazo, motivo por el cual, se sugiere concertar su articulado con el Proyecto de ley número 185 de 2011 Cámara, que versa sobre el mismo tema. 

4. Consideracione s constitucionales 

Finalmente, con relación a lo dispuesto en el artículo 2° de la presente iniciativa que reforma el artículo 32 de la Ley 789 de 2002, el cual señala que: ¿Las entidades del Estado deberán establecer dentro del presupuesto que aprueben una partida con la finalidad de poder atender el cumplimiento de la cuota de aprendices, el no hacerlo constituirá causa de mala conducta para el empleador responsable de hacer la respectiva provisión presupuestal¿, se hacen las siguientes precisiones: 

1. Sobre el deber de las entidades de establecer dentro de sus presupuestos las partidas, el artículo 39 del Decreto 111 de 1996, señala: ¿Los gastos autorizados por leyes preexistentes a la presentación del proyecto anual del Presupuesto General de la Nación, serán incorporados a este, de acuerdo con la disponibilidad de recursos, y las prioridades del Gobierno, si corresponden a funciones de órganos del nivel nacional y guardan concordancia con el Plan Nacional de Inversiones, e igualmente las apropiaciones a las cuales se refiere el parágrafo único del artículo 21 de la Ley 60 de 1993¿. 

Así mismo, debe recordarse que es el Ejecutivo quien tiene competencia para proponer el gasto mediante el proyecto de ley anual de presupuesto, mientras que el Congreso tiene competencia para crearlo. Al respecto la Corte ha manifestado que ¿en virtud del principio de legalidad del gasto, el Congreso es, en principio, el único facultado para decretar las erogaciones necesarias destinadas a la ejecución de proyectos inherentes al Estado, atribución que sólo puede ejercer el Ejecutivo cuando actúa como legislador extraordinario durante los estados de excepción. Por su parte, la Carta reserva al Gobierno la potestad de incorporar o no en el presupuesto las parti das correspondientes a tales gastos, y se le permite aceptar o rehusar modificaciones a sus propuestas de gastos y a su estimativo de rentas (artículos 349 y 351) (...) Por lo anterior, esta Corporación ha señalado que, salvo las restricciones constitucionales expresas, el Congreso puede aprobar leyes que comporten gasto público. Sin embargo, corresponde al Gobierno decidir si incluye o no en el respectivo proyecto de presupuesto esas erogaciones, por lo cual no puede el Congreso, al decretar un gasto, ¿ordenar traslados presupuestales para arbitrar los respectivos recursos (.,.)¿
[4][5]. 

2. Respecto de que la omisión del incluir la partida constituya una mala conducta, consideramos que esta disposición es materia de la Ley 734 de 2002 que expide el Código Único Disciplinario, el cual se aplica a todos los servidores públicos que tengan competencia disciplinaria, sin excepción alguna. Por lo tanto solo este puede regular aspectos en materias disciplinarias, incurriéndose así en causal de inconstitucionalidad. 

Bajo las anteriores consideraciones este Ministerio se abstiene de emitir concepto positivo al proyecto de ley del asunto, reiterando muy atentamente, la voluntad de colaborar con la actividad legislativa dentro de los parámetros constitucionales y legales de disciplina fiscal vigentes. 

Cordialmente, 

Juan Carlos Echeverry Garzón,

Ministro de Hacienda y Crédito Público.

Copia: Honorable Representante Augusto Posada Sánchez. 

Honorable Representante Pablo Aristóbulo Sierra León. 

Honorable Representante Juan Manuel Valdés Barcha. 

Doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo Secretario de la Cámara de Representantes, para que obre dentro del expediente.



[5][1]
Artículo 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley, En tal virtud tendrán los siguientes derechos; (...) 3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones¿.
�[1][2]	Lo anterior, en cumplimiento del artículo 32 de la Ley 789 de 2002, que se encuentra actualmente vigente, la cual no obliga a las demás entidades públicas a la vinculación de aprendices.





�[2][3]	Según el artículo 33 de la Ley 789 de 2002.





�[3][4]	Este promedio se calculó con base en los porcentajes de SMMLV que se reciben dependiendo si se trata de fase lectiva, o tase práctica.





�[4][5]	Corte Constitucional. Sentencia C-486 de 2002. Magistrado Ponente: Doctor Jaime Córdoba Triviño. Referencia: Expediente OP-061.











